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Ref.: Caso No. 12.828
Marcel Granier y otros (Radio Caracas Television)
Venezuela

Senor Secretario:

Tengo el agrado de dirigirme a usted en nombre de la Comisién Interamericana de
Derechos Humanos con el objeto de someter a la jurisdiccién de la Honorable Corte
Interamericana de Derechos Humanos, el caso No. 12.828 respecto de la Republica
Bolivariana de Venezuela (en adelante “el Estado”, “el Estado venezolano” o “Venezuela”),
relacionado con la decision del Estado venezolano de no renovar la concesién del canal
Radio Caracas Televisiéon (RCTV). Como consecuencia de esta decision el 28 de mayo de
2007 RCTV dejé de transmitir como estacidon de televisién abierta, con un impacto en la
libertad de expresidon de sus accionistas, directivos y periodistas. La Comisién concluyé que
el Estado venezolano incumplié las obligaciones sustantivas y procesales que tenia en
materia de asignacion y renovacion de concesiones.

En cuanto a los aspectos procesales, la Comisién encontré6 que la controversia
relativa a la no renovacién de la concesién de RCTV ocurrié en un contexto de inseguridad
juridica para la estacién que no tenia claridad sobre el marco legal aplicable a su concesién.
Esta situacion resulté incompatible con la obligacion estatal de establecer un proceso de
renovacién de las concesiones estrictamente regulado por la ley. Ademas, la decisién de no
renovar la concesién de RCTV y otorgarla a un nuevo canal de televisién, no fue el
resultado de un proceso abierto y transparente mediante criterios publicos e imparciales.
RCTV tampoco conté con una oportunidad para ofrecer prueba y defenderse de las
supuestas infracciones legales que algunos funcionarios le atribuyeron.

En cuanto a los aspectos sustantivos, la Comisién concluyé que si bien el objetivo
formalmente declarado por el Estado de fomentar la diversidad y el pluralismo es un interés
publico legitimo, la prueba obrante en el expediente constituyd una fuerte evidencia de que
la decision de no renovar la concesion de RCTV fue con base en la linea editorial del canal.
Dentro de esta evidencia la Comisién destacé los pronunciamientos de altos funcionarios y
el contexto en el cual ocurrieron los hechos.

Senor

Pablo Saavedra Alessandri, Secretario
Corte Interamericana de Derechos Humanos
Apartado 6906-1000

San José, Costa Rica
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De esta manera, la Comisién concluyé que la decisién de no renovaciéon de la
concesién constituyd un claro acto de desviacion de poder y una restriccién indirecta
incompatible con los articulos 13.1 y 13.3 de la Convencién.

Ademads, la Comisién consideré que el motivo de la no renovacién de la concesién
fue la opinién politica del canal, situacién que se vio reforzada por el tratamiento distinto
que recibié RCTV en comparacién con otro canal que se encontraba en situacion igual en lo
relativo a la concesion. La CIDH sometié la diferencia de trato por razones politicas a un
escrutinio estricto y concluyé que el Estado no logré justificar su actuacién y, por lo tanto,
también incurrié en una violacién del derecho a la igualdad y no discriminacién.

Finalmente, los procesos administrativos y judiciales relacionados con el presente
caso no cumplieron con lo establecido en los articulos 8 y 25 de la Convencién. Asi, la
Comisiéon concluyé que el proceso mediante el cual se decidié la no renovacién de la
concesion viold el debido proceso administrativo; mientras que los recursos de amparo y de
amparo cautelar innominado, no fueron resueltos con la celeridad necesaria y, en
consecuencia, no fueron un recurso efectivo para responder a la violacién del derecho a la
libertad de expresiéon. Ademas la Comisién encontr6 que el recurso contencioso
administrativo de nulidad no fue resuelto dentro de un plazo razonable; y que en los
procesos de incautacién de bienes se viol6 el derecho de defensa. Asimismo, la CIDH
concluyé que la demora en resolver una oposicion de RCTV a la medida cautelar de
incautacidon de bienes viol6 el derecho a la proteccién judicial y que, en suma, en estos
procesos existio un uso por parte del Tribunal Supremo de Justicia de procedimientos
formalmente validos para llevar a cabo objetivos del Poder Ejecutivo, lo que constituyd una
violacién a la garantia de imparcialidad.

El Estado ratificé la Convencién Americana sobre Derechos Humanos el 9 de agosto
de 1977 y aceptd la competencia contenciosa de la Corte el 24 de junio de 1981.

La Comisién ha designado al Comisionado Felipe Gonzdlez; a la Relatora Especial
para la Libertad de Expresién, Catalina Botero; y al Secretario Ejecutivo, Emilio Alvarez Icaza
L., como sus delegados/a. Asimismo, Elizabeth Abi-Mershed, Secretaria Ejecutiva Adjunta,
y Silvia Serrano Guzman, abogada de la Secretaria Ejecutiva de la CIDH, actuardn como
asesoras legales.

De conformidad con el articulo 35 del Reglamento de la Corte Interamericana, la
Comisién adjunta copia del informe 112/12 elaborado en observancia del articulo 50 de la
Convencién, asi como copia de la totalidad del expediente ante la Comisién Interamericana
(Apéndice 1) y los anexos utilizados en la elaboracién del informe 112/12 (Anexos). Dicho
informe de fondo fue notificado al Estado de Venezuela mediante comunicaciéon de 28 de
noviembre de 2012, otorgdndole un plazo de dos meses para informar sobre el
cumplimiento de las recomendaciones.

El 18 de enero de 2013 el Estado de Venezuela presentdé un escrito mediante el
cual indicé que “estd impedido por su Constitucion de cumplir con las tres
recomendaciones” de la CIDH.

En cuanto a la recomendacién de “abrir un proceso para asignar una frecuencia de
television abierta a nivel nacional en el cual RCTV puede participar, como minimo, en
igualdad de condiciones”, el Estado cité el marco normativo aplicable y respecto del caso
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concreto sefnalé que hubo un “apego absoluto a la legalidad por parte de la Administracién
competente (...) al establecer una decisién enmarcada dentro de las atribuciones otorgadas
por la ley”.

Respecto de la recomendacién de “reparar los perjuicios causados a las victimas
como resultado directo de la violacién del debido proceso”, el Estado sefalé que “existe
una exacta delimitaciéon del beneficio econdémico por el uso y explotacién del bien de
dominio publico” que se otorga, por lo cual no es imputable a “la Administracién (...)
hechos posteriores a la fecha de vencimiento de los titulos respectivos”.

Finalmente en cuanto a la recomendacién de “adoptar toda medida que resulte
necesaria para garantizar que el proceso de asignacién y renovacién de frecuencias de
radio y televisibn sea compatible con las obligaciones internacionales del Estado
venezolano en materia de libertad de expresiéon, de conformidad con lo establecido en el
informe”, el Estado cité su Constituciéon y se refiri6 en términos generales al objetivo
institucional de democratizaciéon del espectro radioeléctrico.

En consecuencia, la Comisién somete el presente caso a la jurisdiccion de la Corte
Interamericana por la necesidad de obtencién de justicia para las victimas ante la falta de
cumplimiento de las recomendaciones.

La Comisién Interamericana somete a la Corte la totalidad de los hechos vy
violaciones de derechos humanos descritos en el informe de fondo 112/12. En ese sentido,
la Comision solicita a la Corte que concluya y declare que el Estado venezolano incurrié en
responsabilidad internacional por haber violado, en perjuicio de las victimas que son
trabajadores de RCTV' y de los accionistas y directivos Marcel Granier, Peter Bottome y
Jaime Nestares, los derechos consagrados en los articulos 13 y 24 de la Convencién
Americana, conjuntamente con las obligaciones generales establecidas en el articulo 1.1 de
dicho tratado, en los términos expuestos en su informe. Asimismo, la Comisién solicita a la
Corte que concluya y declare que el Estado viold, en perjuicio de las victimas que son
accionistas, directivos y trabajadores de RCTV?, los derechos consagrados en los articulos
8.1 y 25 de la Convencién, conjuntamente con las obligaciones generales establecidas en el
articulo 1.1 de dicho tratado.

En virtud de lo anterior, la Comisién solicita a la Corte Interamericana que disponga
las siguientes medidas de reparacion:

1. Abrir un proceso para asignar una frecuencia de televisién abierta a nivel nacional en el
cual RCTV puede participar, como minimo, en igualdad de condiciones. El procedimiento deberéa
ser abierto, independiente y transparente, aplicar criterios claros, objetivos y razonables, y
evitar cualquier consideraciéon de politica discriminatoria por la linea editorial del medio de
comunicaciéon, de conformidad con lo establecido en el informe;

2. Reparar los perjuicios causados a las victimas como resultado directo de la violacién del
debido proceso; y

' Edgardo Mosca, Anani Hernandez, Inés Bacalao, José Simén Escalona, Odila Rubin, Oswaldo
Quintana, Eduardo Sapene, Eladio Larez, Daniela Bergami, Isabel Valero, Miguel Angel Rodriguez, Soraya
Castellano, Maria Arriaga y Larissa Patifio.

2 Marcel Granier, Peter Bottome, Jaime Nestares, Jean Nestares, Fernando Nestares, Alicia Phelps
de Tovar, Francisco J. Nestares, Edgardo Mosca, Anani Hernadndez, Inés Bacalao, José Simén Escalona,
Eladio Larez, Odila Rubin, Oswaldo Quintana, Eduardo Sapene, Daniela Bergami, Isabel Valero, Miguel
Angel Rodriguez, Soraya Castellano, Marfa Arriaga y Larissa Patifio.
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3. Adoptar toda medida que resulte necesaria para garantizar que el proceso de asignacion y
renovacién de frecuencias de radio y television sea compatible con las obligaciones
internacionales del Estado venezolano en materia de libertad de expresién, de conformidad con
lo establecido en el informe.

Ademas de la necesidad de obtencién de justicia para las victimas, la CIDH destaca
que el presente caso incorpora cuestiones de orden publico interamericano.

Especificamente, el presente caso permitird a la Corte pronunciarse por primera vez
sobre las afectaciones al derecho a la libertad de expresién, en su doble dimensién, como
consecuencia de los actos estatales relacionados con la asignaciéon de licencias de radio y
television. En la decision del presente caso la Corte esta llamada a establecer cudles son las
salvaguardas sustantivas y procesales necesarias para asegurar que estos procesos no se
conviertan en mecanismos de restriccién indirecta sobre la libertad de expresién que, no
obstante tener un velo de legalidad, lo que buscan es presionar o castigar y premiar o
privilegiar a los comunicadores y comunicadoras sociales y a los medios de comunicacién
en funcién de sus lineas informativas.

Asimismo, el presente caso le permitird a la Corte profundizar su jurisprudencia en
cuanto al principio de igualdad y no discriminacién, concretamente cuando los Estados
efectian diferencias de trato basadas en la opinién politica. La Corte estd llamada a
pronunciarse sobre el escrutinio que corresponde realizar en estos supuestos, asi como los
pardmetros probatorios y criterios sustantivos que deben ser tenidos en cuenta para evaluar
si una diferencia de trato de esta naturaleza es compatible o no con la Convencioén.

En virtud de que estas cuestiones afectan de manera relevante el orden publico
interamericano, de conformidad con el articulo 35.1 f) del Reglamento de la Corte
Interamericana, la Comisién se permite ofrecer las siguientes declaraciones periciales:

Domingo Garcia Belainde, quien declarard sobre el concepto de restricciones
indirectas a la libertad de expresiéon y los pardmetros que deben ser tomados en cuenta para
analizar si un supuesto factico se enmarca dentro de dicho concepto. El perito se referird a
esta tematica tomando en consideracién los estdndares desarrollados por otros sistemas de
proteccién de derechos humanos y en el derecho comparado.

Eduardo Cifuentes Muiioz, quien declarard sobre los actos estatales de otorgamiento
o renovaciéon de licencias de radio y televisién y las salvaguardas sustantivas y procesales
que deben observarse para asegurar que los procedimientos y actos sobre dichas licencias
no se constituyan en mecanismos indirectos de restriccién a la libertad de expresién. El
perito se referird a esta tematica tomando en consideracién los estandares desarrollados por
otros sistemas de proteccién de derechos humanos y en el derecho comparado.

Los curricula vitarum de los peritos propuestos seran incluidos en los anexos al
informe de fondo 112/12.

La Comisién pone en conocimiento de la Corte la siguiente informacién sobre
quienes han actuado como peticionarios a lo largo del tramite y sus respectivos datos de
contacto:
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Pedro Nikken

Carlos Ayala Corao

Aprovecho la oportunidad para saludar a usted muy atentamente,

Emilio Alvarez Icaza L.
Secretario Ejecutivo



